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PROYECTO DE LEY

EL SENADO Y CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONAN CON FUERZA DE

LEY:
ARTÍCULO 1°: Introdúcese como artículo 18 bis del Decreto - Ley 8031/73 y sus modificatorias (Código Provincial de Faltas), el siguiente texto:

Artículo 18 bis: En aquellos casos en que por la naturaleza de la contravención, correspondiese la aplicación de la pena de multa o arresto, el presunto infractor podrá solicitar la suspensión del proceso a prueba. Será obligación del juez interviniente, hacerle conocer la existencia de este derecho.
Al formular la solicitud, la persona a la que se le imputa la comisión de una falta deberá ofrecer hacerse cargo de la reparación del daño, en la medida de lo posible, a través de la realización de un servicio en beneficio de la comunidad. Este ofrecimiento no implicará en modo alguno reconocimiento de la infracción que se le endilga. El juez decidirá sobre la razonabilidad del ofrecimiento en resolución fundada.
No corresponderá la suspensión del procedimiento a prueba, en el caso de la sanción de comiso, clausura, inhabilitación, infracciones labradas en ocasión de espectáculos deportivos, ni en los supuestos contemplados por el artículo 43 del presente (Texto según ley 12.296).
Tampoco corresponderá la suspensión del procedimiento a prueba, en caso de reincidencia, o cuando el infractor fuese un funcionario público.
ARTÍCULO 2º: Introdúcese como artículo 18 ter del Decreto - Ley 8031/73 y sus modificatorias (Código Provincial de Faltas), el siguiente texto:

Artículo 18 ter: Para acceder al beneficio de la suspensión del procedimiento a prueba, la persona a la que se le impute la comisión de una falta, deberá ofrecer realizar tareas acordes a su arte, oficio o profesión, y que resulten compatibles con su edad, sexo, y condición física. Estos servicios serán prestados siempre a favor de la comunidad, en organismos pertenecientes al Estado.
ARTÍCULO 3º: Introdúcese como artículo 18 quater del Decreto - Ley 8031/73 y sus modificatorias (Código Provincial de Faltas), el siguiente texto:

Artículo 18 quater: El tiempo de duración de la suspensión del procedimiento a prueba será fijado por el juez, estableciendo en ese mismo acto las reglas de conducta que deberá cumplir el presunto infractor. Durante ese tiempo se suspenderá el curso de la prescripción de la acción.
Si durante ese plazo al presunto infractor, se le imputara la comisión de una nueva falta, la suspensión del procedimiento a prueba será dejada sin efecto.
El cumplimiento de las reglas de conducta establecidas, como así también de los servicios comunitarios a que se obligó, extinguirá la acción, caso contrario continuará el proceso según su estado.
ARTICULO 4º: De Forma.

FUNDAMENTOS
El Decreto - Ley N° 8031/73 y sus modificatorias (Código Provincial de Faltas), tipifica aquellas conductas nocivas para la sociedad, que no alcanzan a ser tan graves como para incluirlas dentro de los delitos, denominadas "faltas" ó "contravenciones".
La verificación de una falta trae aparejada consigo un proceso y una sanción que, a partir de la Ley N° 10.571, fue colocado en la órbita de la Justicia de Paz Letrada, y para donde no existiera ésta, en los Juzgados de Primera Instancia en lo Correccional, vale decir que - para ambas situaciones - el encargado de dirigir el proceso y dictar sentencia será un Juez ordinario, el que sólo podrá imponer las penas de arresto, multa, comiso, clausura e inhabilitación.

Ahora bien, con relación "exclusiva" a las faltas o contravenciones, la pena privativa de la libertad se halla hoy en día seriamente cuestionada, planteándose la penología moderna la necesidad de sustituirla por otro tipo de medidas más eficaces.

Entre estas penas alternativas al arresto, se pueden mencionar: la prestación de servicios a la comunidad; obligaciones sociales para con la víctima, si la hubiere, probation; etc.

Estas medidas ofrecen notables ventajas, ya que permiten mantener al sancionado dentro de su núcleo familiar, laboral y social sin desarraigarlo, pero haciéndole cumplir en forma real y efectiva la sanción que el Juez le impone, muy especialmente si se tiene en cuenta la carencia de recursos materiales y humanos para un adecuado tratamiento del infractor arrestado, casi siempre motivado por insuficiencias presupuestarias y el hacinamiento, hoy constante, en las comisarías de la provincia, como consecuencia de hallarse colapsado el sistema carcelario. 
La probation también constituye un recurso para instrumentar el principio de oportunidad procesal. Este principio consistente en fijar pautas selectivas a fin de determinar cuáles hechos merecen ser investigados con más ahínco. Esta selección no se encuentra regulada legislativamente, sino que, ante el gran número de causas, tal elección depende de la voluntad del funcionario policial o judicial que decide cual hecho en definitiva, resulta prioritario investigar. De este modo la probation permite la aplicación del principio de oportunidad, en cada caso concreto. 

En este contexto, la probation permite suspender el proceso penal, evitando el dictado de una condena, reduciéndose así la actividad jurisdiccional, que podrá concentrarse en otras causas de mayor relevancia.

De lo referido se desprende que también se alivianarían las tareas de la Policía de la Provincia, ya que gran parte del proceso es substanciado por sus agentes, que podrán abocarse a la prevención e investigación de delitos. En definitiva optimizando el rendimiento de los órganos jurisdiccionales, al descomprimir el sistema.

Va de suyo que de acuerdo con la naturaleza jurídica de la probation, su alcance debe limitarse en forma exclusiva, a sustituir eventualmente a las sanciones pecuniarias y privativas de libertad.

Siendo de aplicación supletoria para el procedimiento de faltas regulado por el presente, las disposiciones de la parte general del Código Penal (art. 3º del Decreto-Ley 8031/73), la modificación propuesta viene a plasmar en el derecho positivo provincial el instituto previsto en los artículos 76 bis, ter y quater de la norma de fondo, adecuándolo a las peculiaridades propias del régimen contravencional.

Por lo expuesto, a la Honorable Cámara se solicita de aprobación al anejo Proyecto de Ley.

